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República de Colombia

Rama Judicial del Poder Público
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Rdo: 2017-659
Dte: YEISON YADID LONDOÑO
Ddo: NACION-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICIA NACIONAL

JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD
Medellín, Doce (12) Mayo de dos mil Veinte (2020)
Medio de control:
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
Demandante:

JEYSON YADID LONDOÑO MORENO
Demandada:
NACION-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICIA NACIONAL      
Radicado:

05001 33 33 001 2017 00659 00
SENTENCIA Nº 
	TEMA: Debido proceso/ La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo/ Facultad para ejercer control integral del proceso disciplinario. / Carga de la prueba en materia disciplinaria. /


El señor JEYSON YADID LONDOÑO MORENO por conducto de apoderado judicial y en ejercicio del Medio de Control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO consagrada en el artículo 138 del C.P.A.C.A., formuló demanda en contra de LA NACION-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICIA NACIONAL, con el fin de que se profieran las siguientes: 

    1. PRETENSIONES
“PRIMERA: se declare la nulidad de los siguientes actos administrativos:

-Que se declare la nulidad de la resolución Numero 02743 del 15 de junio de 2017 “por medio de la cual se ejecuta una sanción disciplinaria impuesta a un patrullero de la Policía nacional” la cual fue notificada el pasado 20 de junio de 2017. Proferida por el Director General de la Policía Nacional”

-Que se declare la nulidad del fallo disciplinario de primera instancia, emitido por el jefe de la oficina de Control Disciplinario Interno de la Dirección General de la Policía Nacional, el pasado 8 de mayo de 2017.dentro de la investigación disciplinaria con radicado No DIPON-2017-6.  
-Que se declare la nulidad del fallo disciplinario de segunda instancia, emitido por el Inspector Delegado especial para la Dirección General de la Policía Nacional, el pasado 23 de mayo de 2017. Dentro de la investigación disciplinaria con radicado No DIPON-2017-6.
SEGUNDO: Que como consecuencia de las anteriores declaraciones y a título de RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, se ordene a la NACION COLOMBIANA-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICIA NACIONAL, que para todos los efectos no hubo solución de continuidad y en consecuencia se reintegre al señor JEYSON YADID LONDOÑO MORENO, identificado con cedula de ciudadanía número 1.035.223.949 de Barbosa-Antioquia, al cargo que venía desempeñando o a otro de superior categoría, así como el pago de los salarios, prestaciones y demás emolumentos que en todo orden devengue un Patrullero de la Policía Nacional, que el demandante ha dejado de devengar desde la fecha que fue retirado ; es decir desde el 20 de junio del año 2017, fecha en la que fue notificado el acto  administrativo demandado, hasta el día en que se verifique su reintegro, valores que deberán ser reajustados de conformidad con la Ley.
TERCERO: Que, a título de compensación por perjuicios morales, por la angustia pesar y desgaste físico y anímico, causado por al señor JEYSON YADID LONDOÑO MORENO, por las consecuencias de la resolución Numero 02743 del 15 de junio de 2017” por la cual se ejecuta una sanción disciplinaria impuesta a un patrullero de la Policía Nacional”. La cual fue notificada el pasado 20 de junio de 2017. Proferida por el Director General de la Policía Nacional; así como los fallos del proceso disciplinario afrontado; se le condene a la demandada a pagar la suma de (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes por perjuicios morales.
CUARTO: Que como consecuencia de la declaratoria de nulidad del acto administrativo demandado, se condene a LA NACION COLOMBIANA-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICIA, a pagar LAS COSTAS JUDICIALES Y LAS AGENCIAS EN DERECHO, a que haya lugar, de conformidad con el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011, habida cuenta que no se resolvió en vía administrativa para evitar así el desgaste innecesario de la administración de Justicia; o en su lugar, al menos una condena simbólica, para sentar un precedente.
QUINTO: Que una vez se profiera la sentencia condenatoria en contra de LA NACION COLOMBIANA-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, se de cumplimiento a los artículos 187, 192, 193, 194, y 195 de la ley 1437 de 2011, “Código de procedimiento y de lo Contencioso Administrativo y de lo Contencioso Administrativo” y sentencia C-188 DE 1999.”
2.
HECHOS DE LA DEMANDA
Indica el apoderado de la parte actora que el señor JEYSON YADID LONDOÑO MORENO, que ingresó a la Policía Nacional hace más de ocho años, cuando el primero de julio del año 2008, después de realizar y aprobar su Técnica Profesional en servicio de Policía, fue nombrado como patrullero de la Policía Nacional.
Indica mi poderdante, que la mayoría del tiempo de servicio prestado a la Policía Nacional, fungió como funcionario del grupo de Protección a Dignatarios en la ciudad de Bogotá. Sin embargo, en su último año de servicio -es decir en el año 2017-, laboró en la ciudad de Medellín, en el grupo de Protección a Personas e Instalaciones de la Policía Metropolitana del Valle de Aburrá. 
Relata el apoderado que, el señor LONDOÑO MORENO, el día 13 de octubre de 2016, de manera confusa y arbitraria fue capturado por parte del patrullero JUAN CARLOS PÉREZ CAMPO integrante de la Patrulla de vigilancia Cuadrante 14, perteneciente al CAI Restrepo adscrito a la Estación de Policía Antonio Nariño, acusándolo de haber sustraído unos elementos de propiedad del almacén ÉXITO del barrio Restrepo, ubicado en la Carrera 22, N° 14-17 de la ciudad de Bogotá, avaluados en la suma de $101.040.
Afirma que a pesar que el señor JEYSON YADID LONDOÑO MORENO fue capturado por parte del señor patrullero JUAN CARLOS PÉREZ CAMPO, y presentado ante la Fiscalía General de la Nación, en ningún momento fue procesado por una autoridad judicial. De hecho, no se le realizó procedimiento alguno de legalización de la captura, como lo ordena el artículo 297 de la Ley 906 de 2002.

 Arguye que el pasado 31 de octubre de 2016 el Fiscal 21 local de Bogotá, adscrito a la unidad de Intervención Temprana de Denuncias: CARLOS ALBERTO BENITEZ LACOUTURE, decidió archivar la denuncia penal adelantada en contra del señor JEYSON YADID LONDOÑO MORENO, por considerar que el hoy demandante no había cometido una conducta punible. Ya que el supuesto comportamiento por el cual había sido capturado estaba revestido de atipicidad, por no confluir los elementos necesarios de la conducta punible para que se configurara un delito. 
A raíz de los hechos acaecidos el 13 de octubre de 2016, en los que se vio involucrado el señor JEYSON YADID LONDOÑO MORENO, la oficina de control disciplinario interno de la dirección general de la Policía Nacional, a través de auto N° 350/ CODIN - DIPON, el pasado 14 de octubre de 2016 aperturó indagación preliminar número P-DIPON-2016-251. 
Manifiesta el apoderado que, entre el 14 de octubre de 2016 y el 1 de junio del 2017 se llevó a cabo el proceso disciplinario en contra del señor JEYSON YADID LONDOÑO MORENO, bajo el radicado N° DIPON-2017-6. y el día 8 de mayo del año 2017, a través de auto N° 144, contenido en el acta N° 004 que trata de la audiencia verbal, se profirió fallo sancionatorio en contra del demandante, decisión frente a la cual se interpusieron los recursos pertinentes. 
Es así entonces que el pasado 23 de mayo de 2017, a través de auto N° 123 INDEL – DIPON, el Inspector Delegado Especial de la Dirección General, confirmó la decisión de primera instancia y no accedió a las pretensiones impetradas en su momento por el abogado del patrullero JEYSON YADID LONDOÑO MORENO. 

El día 20 de junio de 2017, le fue notificado de manera personal el acto administrativo N°. 02743 del 15 de junio de 2017, “por el cual se ejecuta una sanción disciplinaria impuesta a un patrullero de la Policía Nacional”, proferida por el General JORGE HERNANDO NIETO ROJAS. En la cual se retiró del servicio activo de la Policía Nacional por Destitución al señor Patrullero LONDOÑO MORENO, de acuerdo a lo establecido en el fallo de primera instancia emanado por el Jefe de la Oficina de Control disciplinario de la dirección general de la Policía Nacional y providencia de segunda instancia del 23 de mayo de 2017, suscrita por el Inspector delegado Especial de la Dirección General de la Policía Nacional. 
Aduce el apoderado de la parte actora que a lo largo del procedimiento disciplinario adelantado tanto en primera como en segunda instancia, se le violaron al señor LONDOÑO MORENO múltiples derechos fundamentales como investigado, dentro de los que se encuentra: i) el debido proceso por falta de valoración conjunta de las pruebas; ii) negación al derecho de defensa material; iii) indebidas notificaciones de las actuaciones procesales desarrolladas; iv) violación al principio de presunción de inocencia; v) incorrecta remisión a la norma penal. Entre otras, que configuran el precitado proceso disciplinario como un acto de la administración que atentó contra los derechos fundamentales del señor: JEYSON YADID LONDOÑO MORENO. DÉCIMO CUARTO: 
3. NORMAS VIOLADAS CONCEPTO DE VIOLACIÓN
Indica las siguientes:
1) Constitución Política: Preámbulo y artículos: 1º, 2°, 4º, 6°, 13, 25, 29 y 123.
 2) Ley 734 de 2002, artículos: 6, 7, 8, 9, 13, 14, 17, 21, 92, 128, 129,130, 131, 132, 133, 137, 141, 142, 154, 163, 170. 
3) Ley 1015 de 2006, artículos: 5, 6, 7, 11. 12, 15, 17, 18, 19. Sentencia No. T-393/94 del septiembre siete (7) de mil novecientos noventa y cuatro (1994). Sentencia T-264/06 del Cuatro (4) de abril de dos mil seis (2006). 
Las anteriores preceptivas vulneran la actividad y el desarrollo de las potestades públicas que deben ejercerse dentro de los términos señalados por la Constitución y la Ley, y uno de estos términos es la protección que el Estado debe al derecho al trabajo y de que toda persona debe permanecer en su cargo siempre que observe buena conducta, sea competente y preste un servicio eficaz a la administración pública.
Indica que Los actos administrativos demandados están viciados de nulidad, toda vez que la motivación que lo respalda viola los principios, garantías y derechos fundamentales del ciudadano JEYSON YADID LONDOÑO MORENO. A lo largo de procedimiento disciplinario adelantado tanto en primera como en segunda instancia, se le violaron múltiples derechos fundamentales al investigado, dentro de los que se encuentra el debido proceso por falta de valoración conjunta de las pruebas; negación al derecho de defensa material; indebidas notificaciones de las actuaciones procesales desarrolladas; violación al principio de presunción de inocencia; incorrecta remisión a la norma penal. 

Arguye que en el desarrollo del proceso disciplinario en contra del señor LONDOÑO MORENO se hizo violándole el debido proceso al investigado, ya que no se le garantizó el derecho a la defensa material, pues si bien estuvo representado por un abogado en el transcurso del proceso; no se le facilitaron los medios tecnológicos para que realizara una defensa material en dicho proceso, teniendo en cuenta que la sede en donde le realizaron el proceso disciplinario fue la ciudad de Bogotá, y el señor LONDOÑO MORENO para los días en que se le realizó el proceso disciplinario se encontraba trabajando en la ciudad de Medellín, lo que le imposibilitaba su desplazamiento hacia Bogotá. 
En relación con la falsa motivación del acto administrativo demandado, se afirma que efectivamente existe una falsa motivación, al no haberse tenido en cuenta con la misma fuerza lo favorable como lo desfavorable, y la falta de motivación de los actos cuestionados, lo que hace advertir no solamente falta de técnica, sino también el deseo de dar por terminada una investigación con una destitución así sea mal hecha, pues la oficina de Control disciplinario interno de la policía nacional, en todo el desarrollo de la investigación disciplinaria le violó el derecho fundamental a la presunción de inocencia al señor lodoño moreno, ya que fundamentó toda su investigación con la base o teoría de que al patrullero lo habían “judicializado” por el delito de “hurto”; sin embargo en ningún momento aportó prueba alguna que indicara que el uniformado hubiese sido presentado ante alguna autoridad judicial, como lo es un juez de control de garantías.
En lo atinente a los elementos materiales probatorios aportados al plenario por parte del patrullero JUAN CARLOS PÉREZ CAMPOS tales como: i) El acta de incautación; y ii) El registro de cadena de custodia, carecen de validez probatoria toda vez que se practicaron por parte de un uniformado de policía de vigilancia, que no puede cumplir funciones de policía judicial; tal como lo indica el artículo 201 de la ley 906 de 2004. 

Y concluye manifestando que el juez disciplinario no determinó la forma de culpabilidad penal con la que supuestamente el disciplinado cometió el tipo penal. Pues una cosa, es que el operador disciplinario determine la forma de culpabilidad con la se cometió la falta disciplinaria; y otra distinta es que entre a determinar bajo qué forma de culpabilidad cometió el delito, pues sin culpabilidad penal no puede haber delito y por lo tanto no habría falta ya que la falta es clara en su descripción al decir que se configura cuando el policía “incurre en la comisión de conducta descrita en la ley como delito”.
En este caso particular, el juez disciplinario, no demostró que el señor JEYSON YADID LONDOÑO MORENO, sí se hubiese apropiado de unos elementos de propiedad del almacén ÉXITO. Tampoco, demostró que los elementos hubiesen salido de la esfera de protección del ÉXITO, o que al señor LONDOÑO MORENO se le hayan encontrado elementos encima, pues el informe de captura en flagrancia lo único que se dice básicamente es que lo capturó porque la guarda de seguridad le dijo que lo capturara. Pues si para el fallador disciplinario deambular al interior del almacén con productos del mismo, sin que se hayan pagado consiste en hurtar, todos los clientes de los almacenes ÉXITOS y de cualquier supermercado autoservicio, son unos ladrones.

4. POSICIÓN DE LA ENTIDAD DEMANDADA: 
Dentro del termino para contestar, indica la apoderada de la entidad accionada que, en relación a los hechos unos son ciertos, otros no, otros son parcialmente ciertos, y en frente a las pretensiones indica oponerse a todas, como razones de su defensa indica que, los fallos proferidos tanto en primera como en segunda instancia por la oficina de control interno disciplinario de la dirección general e inspector delegado especial dirección general, que conllevaron a la destitución del demandante, están de acuerdo a la constitución y a la ley, pues dicha facultad disciplinaria tiene sus cimientos en el articulo 6 y 218 de la norma superior, por lo que no es posible pretender que se declaren nulas las actuaciones administrativas de esta naturaleza con el argumento que contrarias a la constitución y a ley, lo cual desconoce directamente el constituyente primario, el legislador y contrapone la finalidad de la acción disciplinaria. 
Insiste que la sanción disciplinaria de destitución e inhabilidad general por el termino de 10 años, se aplico teniendo en cuenta el estudio juicioso de las pruebas recaudadas las cuales fueron analizadas y valoradas bajo la regla de la sana critica al igual que las circunstancias de tiempo, modo y lugar como se dieron los hechos objeto de investigación, por lo que el operador disciplinario al evidenciar dichas trasgresiones a la norma, consideró que existía mérito para iniciar investigación disciplinaria, lo cual de manera legítima después de un juicio donde se dieron todas las garantías constitucionales al investigado, se decidió encauzar  la disciplina aplicando la sanción antes descrita con fines de prevención, corrección y de garantía de buena marcha de la institución, toda vez que la misma es una de las condiciones esenciales para el funcionamiento de la Policía Nacional. 
Reitera la entidad accionada que, al evidenciar las diferentes pruebas documentales y testimoniales practicadas dentro del trámite de la investigación disciplinaria, se demostró más allá de toda duda razonable que el demandante infringió la ley 1015 de 2006, artículo 34 numeral 10.

Afirma la apoderada de la entidad accionada que es claro que la decisión tomada por el operador disciplinario fue conforme a la ley, prueba de ello es que  no existió ni se evidencio que el despacho donde se adelantó dicho proceso se hubiera apartado de algún precepto legal, al contrario, el actor siempre estuvo al tanto de la investigación adelantada por el jefe de control interno disciplinario de la dirección general, teniendo la oportunidad de acceder al proceso desde su etapa preliminar hasta el fallo de segunda instancia proferido por el inspector especial delegado para la dirección general , tanto así que ejerció su derecho de contradicción y defensa representado por su abogado de confianza, la cual tuvo la oportunidad de adelantar actuaciones, presentar recursos, controvertir pruebas, formular nulidades , proponer excepciones, lo cual no deja a la duda las garantías procesales que se dieron en el transcurso de la investigación disciplinaria DIPON-2017-6, donde se respetó el debido proceso, se le juzgo con apego a las leyes preexistentes y por la autoridad disciplinaria competente.
En relación con la desviación y falta de motivación indica que los actos administrativos objeto de impugnación no adolecen de falsa motivación ya que la investigación disciplinaria se ajusto a la realidad de lo sucedido que fue demostrado dentro del proceso disciplinario, las normas que tipificaron la conducta en que incurrió  el actor fue ajustada a derecho, la prevista por el legislador para sancionar esta clase de conductas, a la que dio cumplimiento el operador disciplinario por estad razones no se configura la falsa motivación.
Presenta las siguientes excepciones:
-presunción de legalidad

-inexistencia de vicios de nulidad

-innominada o genérica

5. TRÁMITE PROCESAL:
Por reparto, le correspondió a este Juzgado, el cual, por auto del 23 de enero de 2018 dictó auto admisorio (fls. 245), el cual fue notificado a la entidad demanda, a la Agencia Nacional para la defensa del Estado y al Ministerio Público en debida forma en(fls.260 y ss) La entidad demandada dio respuesta a la demanda en el término oportuno, razón por la cual mediante constancia secretarial de fecha 29 de agosto de 2018, se dio traslado a las excepciones propuestas ( fls 298), de las cuales la parte actora se pronunció en los términos visible a folios 300-305, mediante auto de fecha 06 de septiembre de 2018, se fijó fecha para la audiencia inicial, sin embargo la misma fue reprogramada mediante auto de fecha 29 de noviembre de 2018, para el día 8 de febrero de 2019, diligencia evacuada, agotando las etapas propias de la misma, decretando la prueba documental aportada por la parte demandante, ahora bien, en dicha diligencia, por considerar que en el asunto de la referencia eran varias las pretensiones que había que resolver, el Despacho haciendo uso de las facultades previstas en el inciso final del artículo 181 del C.P.A.C.A, prescindió de la audiencia de legaciones y juzgamiento, y ordeno al presentación de los alegatos de conclusión por escrito dentro de los diez días siguientes, y agotado dicho término se profirió la presente sentencia.
1. ALEGACIONES DE LAS PARTES

PARTE DEMANDANTE: dentro del término para ello, visible a folios 341-365 el apoderado de la parte actora, se ratifica en los hechos de la demanda, manifestando que de conformidad con lo probado en el proceso, se logro demostrar que los actos administrativos demandados están desprovistos de legalidad, porque se expidieron con vicios que afectan su validez y que dan lugar a su anulación, como lo son, la falsa motivación, la desviación de las atribuciones propias del inspector general de la policía nacional, violación de las normas en las que debía fundarse, violación al principio de presunción de inocencia, el desconocimiento de la orden de archivo emitido por la fiscalía 21 adscrita a la unidad de intervención temprana de denuncias de la ciudad de Bogotá,   por atipicidad de los hechos denunciados, la incorrecta remisión de la norma penal por parte del operador disciplinario; por todo lo anterior es procedente declarar la nulidad de los mismos y acceder a las pretensiones incoadas en el escrito de demanda.
PARTE DEMANDADA: En escrito allegado visible a folios 321-339, la Policía Nacional, se ratifica en los términos señalados en la contestación de la demanda, insistiendo en que el acto mediante el cual se retiró al demandante de la Policía nacional, se encuentra debidamente motivado y que no se le vulnero el debido proceso ni el derecho de defensa en las instancias en las que se surtió la investigación disciplinaria adelantadas en su contra, puesto que de forma contraria a lo que afirma el apoderado, se le brindo al actor la oportunidad de controvertir los motivos por los cuales era investigado, notificándole las providencias que requieran que así se hiciera, en las que un funcionario resulta responsable por omisión o por extralimitación de sus funciones de acuerdo con lo establecido en el articulo 6 de la Constitución Política.
Por todo lo anterior solicita se denieguen las pretensiones de la demanda, debido a que no le asiste el derecho al actor conforme a sus argumentos de obtener la declaratoria de nulidad de dichos actos y prosperidad de las pretensiones.
MINISTERIO PUBLICO: Dentro del trámite establecido, el Agente Ministerial delegado ante el Despacho, una vez realiza un recuento factico, normativo y jurisprudencial detallado sobre el caso particular, indica que ante las irregularidades que se observaron en el proceso disciplinario DIPON-2017-6, configurando violación del derecho de defensa y del debido proceso del disciplinado, solicita que se declare la nulidad del fallo disciplinario de primera instancia, emitido por el jefe de la oficina de control disciplinario  interno de la dirección general de la policía nacional, el 8 de mayo de 2017, dentro de la investigación disciplinaria con radicado DIPON-2017-6, asi como la nulidad del fallo disciplinario de segunda instancia, emitido por el inspector delegado especial de la dirección general de la policía nacional, del 23 de mayo de 2017, proferido en la investigación disciplinaria, en las que sanciono disciplinariamente al agente de la policía, con destitución e inhabilidad general por el termino de 10 años, al desvirtuarse la presunción de legalidad que ampara los actos administrativos demandados. 
Ahora bien, en cuanto a la pretensión indemnizatoria de perjuicios morales, considera el ministerio público, que la misma se torna improcedente, toda vez que la parte actora no demostró la aflicción causada por la sanción de que fue objeto, pero ello no basta, debe llevarse al convencimiento del juez de que existió un padecimiento que le fue causado con ocasión de la sanción y la publicidad de que ella se hizo, para que el operador judicial , determine el dolor sufrido, la intensidad de la congoja, el derecho vulnerado, la valoración ponderada de lo que representa moralmente la angustia, la tristeza y la aflicción, para que una vez valorado, haga la tasación del “quantum” indemnizatorio de los perjuicios morales reclamados en cada caso concreto y es precisamente lo que se extraña en el acervo probatorio, la parte actora en este punto no cumplió con la carga de la prueba que exige el articulo 167 del Código General del Proceso.
                      CONSIDERACIONES DEL DESPACHO
1. EL PROBLEMA JURÍDICO: 
En el análisis jurídico y probatorio corresponde al Despacho establecer: ¿Si el fallo de primera instancia proferido el 08 de mayo de 2017, y el fallo de segunda instancia proferido el 23 de mayo de 2017, a través de los cuales la Policía Nacional sancionó disciplinariamente al Patrullero JEYSON YADID LONDOÑO MORENO con destitución e inhabilidad para ejercer la función publica por 10 años, se encuentran viciados de nulidad?
Y como problemas jurídicos subsidiarios, debemos analizar:
1 ¿A través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho se puede efectuar un análisis del debate probatorio desarrollado en el proceso disciplinario? 
2 ¿Dentro del proceso disciplinario adelantado por la Policía Nacional en contra del demandante se garantizó el debido proceso? 

Derivado del eventual éxito de la pretensión relativa a la legalidad del acto, deberá el Despacho resolver sobre las pretensiones resarcitorias solicitadas en la demanda.
2. Presupuestos Procesales: 
El medio de control que se promueve es el de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, consagrado en el artículo 138 del CPACA, es una acción a través de la cual la persona que se siente lesionada por un acto de la administración, que le ha desconocido el derecho individual reclamado, puede ejercerla, a fin de obtener de la jurisdicción contenciosa administrativa la nulidad del acto administrativo y el restablecimiento del derecho correspondiente. 

Este Despacho es competente para conocer del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho de carácter laboral, en virtud de lo establecido en los artículos 155 y 156 del CPACA. En la de nulidad y restablecimiento del Derecho, previamente se debe solicitar al juez la nulidad de un acto administrativo, ya que con este tipo de acciones se busca que se proteja al actor de un interés particular, para obtener el resarcimiento de un perjuicio causado con el acto cuya nulidad pretende. 

El medio de control propuesto procede por regla general contra los actos administrativos definitivos, creadores de situaciones jurídicas individuales, particulares y concretas o contra los de trámite cuando ellos, en sí mismos, contienen una decisión definitiva o hacen imposible continuar la actuación administrativa. 

Para acudir a la jurisdicción contencioso administrativa en nulidad y restablecimiento del derecho, y el acto cuestionado sea de carácter particular, es necesario que se hayan ejercido y decido los recursos obligatorios, de conformidad con lo establecido en el numeral segundo del artículo 161 del C.P.A.C.A. 

En el caso sub lite, podemos observar que el accionante podía acudir a la jurisdicción contencioso administrativa por cuanto en los actos acusados y el definitivo no se dio la oportunidad para interponer recursos. 
En cuanto al requisito de procedibilidad el mismo se encuentra agotado tal y como obra a folios 35 del expediente.
3. MARCO JURIDICO
La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y la facultad para ejercer control integral del proceso disciplinario.

Conforme a las pretensiones de la demanda, tenemos que se aduce por la parte una serie de irregularidades al interior del proceso disciplinario, que en su entender vulneran el derecho fundamental al debido proceso y conllevan a que la actuación se encuentre afectada de nulidad, al desconocer las garantías fundamentales del disciplinado.

La entidad demandada se opuso a las pretensiones de la demanda, significando que la decisión adoptada por el operador disciplinario fue conforme a la ley y por lo tanto el proceso disciplinario está dotado de legalidad. 

Para dilucidar lo anterior, tenemos que, de acuerdo con la Sentencia de Unificación de fecha 09 de agosto de 2016, dentro del proceso 1210-2011 nuestro órgano de cierre, indico que, el control de legalidad que efectúa el Juez de lo Contencioso Administrativo, no extenúa la valoración probatoria al anterior del proceso disciplinario, así:
“(…) > Alcance del control judicial integral. En conclusión: El control judicial de las decisiones adoptadas por los titulares de la acción disciplinaria, es integral. Según lo discurrido, ha de concluirse que el control judicial es integral, lo cual se entiende bajo los siguientes parámetros: 1) La competencia del juez administrativo es plena, sin "deferencia especial" respecto de las decisiones adoptadas por los titulares de la acción disciplinaria. 2) La presunción de legalidad del acto administrativo sancionatorio es similar a la de cualquier acto administrativo. 3) La existencia de un procedimiento disciplinario extensamente regulado por la ley, de ningún modo restringe el control judicial. 4) La interpretación normativa y la valoración probatoria hecha en sede disciplinaria, es controlable judicialmente en el marco que impone la Constitución y Ia ley. 5) Las irregularidades del trámite procesal, serán valoradas por el juez de lo contencioso administrativo, bajo el amparo de la independencia e imparcialidad que lo caracteriza. 6) El juez de lo contencioso administrativo no sólo es de control de la legalidad, sino también garante de los derechos. 7) El control judicial integral involucra todos los principios que rigen la acción disciplinaria. 8) El juez de lo contencioso administrativo es garante de la tutela judicial efectiva.
Respecto de las causales de nulidad.
 Ahora bien, el juez de lo contencioso administrativo tiene competencia para examinar todas las causales de nulidad previstas en el artículo 137de la Ley 1437. Si bien, prima facie, el juicio de legalidad se guía por las causales de nulidad invocadas en la demanda, también es cierto, que en virtud de la primacía del derecho sustancial, el juez puede y debe examinar aquellas causales conexas con derechos fundamentales, con el fin de optimizar Ia tutela judicial efectiva, de máxima importancia al tratarse del ejercicio de la función pública disciplinaria que puede afectar de manera especialmente grave el derecho fundamental al trabajo, el debido proceso, etc. 

En ejercicio del juicio integral, tal y como acontece en el presente caso, el juez de lo contencioso administrativo puede estudiar la legalidad, pertinencia y conducencia de las pruebas que soportan la imposición de la sanción disciplinaria. Así las cosas, en esta sentencia de unificación se precisa el alcance del control judicial integral que tiene el juez de lo contencioso administrativo, cuando se trate de actos sancionatorios disciplinarios, de todo aquello que tenga vinculación con las causales de nulidad invocadas y los derechos fundamentales allí involucrados
 Respecto de la valoración de las pruebas recaudadas en el disciplinario. 
De las causales de nulidad que regula el artículo 137 de la L. 1437, se destacan cuatro de ellas, porque tendrían relación directa con la valoración probatoria bajo los parámetros de un juicio integral, a saber: (i) violación del derecho de audiencias y de defensa, que vincula el derecho al debido proceso regulado en el artículo 29 Constitucional que consagra el derecho a presentar pruebas, solicitarlas o controvertirlas.(ii) infracción de las normas en que debe fundarse el acto administrativo. Cuando el acto administrativo no se ajusta a las normas superiores a las cuales debía respeto y acatamiento, resulta lógico deducir que en el evento en que la decisión disciplinaria contraríe los principios y reglas ya estudiadas que regulan la actividad de recaudo y valoración probatoria, establecidas en el artículo 29 de la Constitución y en las normas citadas de la Ley 734 de 2002, estará viciada por no sujetarse a las normas sustanciales y procesales que son imperativas para el operador disciplinario. (iii) Falsa motivación, se configura cuando las razones de hecho o de derecho que se invocan como fundamento de la decisión no corresponden a la realidad. Motivación que constituye un principio rector en el artículo 19 de la L. 734. El juicio integral permite controlar la valoración de la prueba porque sólo a partir de su objetiva y razonable ponderación, se puede colegir si el acto disciplinario se encuentra debidamente motivado
Respecto de los principios rectores de la ley disciplinaria.
 Este control judicial integral, permite que el juez de lo contencioso administrativo pueda y deba examinar en la actuación sancionatoria el estricto cumplimiento de todos los principios rectores de la ley disciplinaria, esto es, la legalidad, ilicitud sustancial, debido proceso, reconocimiento de la dignidad humana, presunción de inocencia, celeridad, culpabilidad, favorabilidad, igualdad, función de la sanción disciplinaria, derecho a la defensa, proporcionalidad, motivación, interpretación de la ley disciplinaria, aplicación de principios e integración normativa con los tratados internacionales sobre derechos humanos y los convenios internacionales de la OIT ratificados por Colombia.
 Respecto del principio de proporcionalidad. 

Se hace una especial referencia al principio de proporcionalidad previsto en el artículo 18 de la Ley 734, según el cual, la sanción disciplinaria debe corresponder a la gravedad de la falta cometida y la graduación prevista en la ley. En los casos en que el juicio de proporcionalidad de la sanción sea parte de la decisión judicial, el juez de lo contencioso administrativo dará aplicación al inciso 3.o del artículo 187 del CPACA que permite "[...] estatuir disposiciones nuevas en reemplazo de las acusadas y modificar o reformar estas [...]". EI juez de lo contencioso administrativo está facultado para realizar un "control positivo", capaz de sustituir la decisión adoptada por la administración, lo que permite hablar de '[...] un principio de proporcionalidad sancionador, propio y autónomo de esta esfera tan relevante del Derecho administrativo, con una jurisprudencia abundante y enjundiosa, pero de exclusiva aplicación en dicho ámbito.[...]",a, lo cual permite afirmar que "[...] el Derecho Administrativo Sancionador ofrece en este punto mayores garantías al inculpado que el Derecho Penal. Ahora bien, cuando el particular demanda ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo lo hace en defensa de sus intereses y no de la ley. En consecuencia, el juez debe atender Ia realidad detrás del juicio disciplinario administrativo puesto que "[...] si la esfera subjetivase torna en centro de gravedad, el interés del particular adquiere un protagonismo que la ley no ha querido obviar, elevando al grado de pretensión, junto con la anulatoria, a la solicitud de restablecimiento de La situación jurídica individual [...]

Respecto de la ilicitud sustancial. 
En el mismo sentido, el juez administrativo está facultado para hacer el análisis de racionalidad, razonabilidad y/o proporcionalidad respecto de la ilicitud sustancial, de tal suerte que si el caso lo exige, se valoren los argumentos que sustentan la afectación sustancial del deber funcional y las justificaciones expuestas por el disciplinado. Todo lo anterior no implica que desaparezca la exigencia prevista en el ordinal 4º del artículo 162 de la Ley 1437, que regula el contenido de la demanda, esto es, el deber de invocar los fundamentos de derecho de las pretensiones, las normas que se consideran trasgredidas y de explicar el concepto de violación, porque como bien se indicó en la sentencia de la Corte Constitucional (C-197 de 1999) dicha carga procesal de la parte demandante, es legítima y proporcionada.

Recapitulación de las reglas de unificación: Conforme a lo expuesto, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo unifica los siguientes criterios interpretativos de Ia competencia del juez administrativo cuando se trate de actos administrativos de carácter sancionatorio, regulado en la Ley 734 de 2002. Veamos: 1. La jurisdicción de lo contencioso administrativo ejerce el control judicial integral de los actos administrativos sancionatorios, proferidos por los titulares de la acción disciplinaria regulada en la ley 734, con el fin de garantizar Ia tutela judicial efectiva. 2. El control que ejerce la jurisdicción de lo contencioso administrativo, constituye el recurso judicial efectivo en los términos del ordinal 1.o del artículo 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos”.

Así las cosas, tenemos entonces que, conforme al desarrollo jurisprudencial, si bien los procesos de nulidad y restablecimiento del derecho en los cuales se controvierte la legalidad de los actos administrativos expedidos por las autoridades disciplinarias, no se establecen como una tercera instancia del proceso disciplinario, lo cierto es que no existen límites formales en el control jurisdiccional que ejerce el Juez de lo Contencioso Administrativo, quien tiene la potestad de valorar de manera integral todas las actuaciones desarrolladas, los elementos probatorios y las disposiciones adoptadas en el marco de dicho proceso.
En relación a la carga de la prueba en materia disciplinaria
La Jurisprudencia de nuestro órgano de cierre, ha sido enfática al considerar que la carga de la prueba en materia disciplinaria radica en cabeza del Estado, teniendo en cuenta garantías de estatus constitucional como por ejemplo la presunción de inocencia. 

Así, en sentencia de 16 de febrero de 2012, en el expediente bajo radicado interno (0384-10), el Consejo de Estado, señalo:

“Como regla general en derecho sancionatorio la carga de la prueba corresponde al Estado y concretamente a quien tiene la competencia constitucional para adelantar la investigación, ello como consecuencia directa del principio de presunción de inocencia, el cual erige una parte de la estructura fundamental del debido proceso, de manera, que el investigado no ostenta carga diferente en la actividad probatoria que la que pueda derivarse del ejercicio de defensa y de la estrategia probatoria que plantee. Bajo tal perspectiva rige el principio de in dubio pro reo o pro disciplinado, a fin de preservar la referida garantía constitucional, que hace parte además del bloque de constitucionalidad, pues se encuentra reconocida en el artículo 75, inciso 22 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica).”

Teniendo en cuenta este marco jurisprudencial, y la normativa que gobierna los asuntos disciplinarios de la Fuerza Pública, la Ley 1015 de 2006, del 7 de febrero de 2006, “Por medio de la cual se expide el Régimen Disciplinario para la Policía Nacional”, el cual en su artículo sexto establece: “RESOLUCIÓN DE LA DUDA. En el proceso disciplinario toda duda razonable se resolverá a favor del investigado o disciplinado, cuando no haya modo de eliminarla”, es innegable que la carga probatoria radica en la entidad estatal, por lo tanto, es la Policía Nacional a quien le correspondía demostrar la conducta de su agente y que la misma se adecuaba a la tipología de la norma disciplinaría. 
De otro lado, de conformidad con el artículo 142 de la Ley 734 de 2002, por la cual se expide Código Disciplinario Único, al cual debe regirse la Policía Nacional cuando adelanta un Proceso Disciplinario, se insiste en que “No se podrá proferir fallo sancionatorio sin que obre en el proceso prueba que conduzca a la certeza sobre la existencia de la falta y de la responsabilidad del investigado”.
Del debido proceso
 El artículo 29 de la Constitución establece que el debido proceso es un derecho fundamental que debe aplicarse a todas las actuaciones judiciales y administrativas. No obstante, la jurisprudencia constitucional determina que este no comprende exclusivamente las normas orgánicas constitucionales, sino también otro cúmulo de valores y principios más allá del cumplimiento de los requisitos establecidos en las leyes procesales. En ese sentido, se reconoce que el principio de proporcionalidad es relevante dentro del debido proceso, ya que exige la justificación en términos constitucionales de cualquier medida que implique la limitación de un derecho fundamental, por lo que implica una adecuación entre los medios utilizados y las necesidades que se tratan de satisfacer en una medida.

En la jurisprudencia desarrollada por la Corte Constitucional de manera amplia y reiterada se ha señalado el contenido, elementos y características del derecho al debido proceso, el cual es considerado uno de los pilares fundamentales del Estado social y constitucional de Derecho. Entre los elementos más importantes del debido proceso, se ha destacado:

“a) El derecho a la jurisdicción, que a su vez implica los derechos al libre e igualitario acceso ante los jueces y autoridades administrativas, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía superior, y al cumplimiento de lo decidido en el fallo.
 
b) El derecho al juez natural, identificado este con el funcionario que tiene la capacidad o aptitud legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso o actuación de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las personas y la división del trabajo establecida por la Constitución y la ley.
 
c) El derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos los medios legítimos y adecuados para ser oído y obtener una decisión favorable. De este derecho hacen parte, el derecho al tiempo y a los medios adecuados para la preparación de la defensa; los derechos a la asistencia de un abogado cuando se requiera, a la igualdad ante la ley procesal, el derecho a la buena fe y a la lealtad de todas las demás personas que intervienen en el proceso.
 
d) El derecho a un proceso público, desarrollado dentro de un tiempo razonable, lo cual exige que el proceso o la actuación no se vea sometido a dilaciones injustificadas o inexplicables.
 
e) El derecho a la independencia del juez, que solo tiene efectivo reconocimiento cuando los servidores públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de administrar justicia, ejercen funciones separadas de aquellas atribuidas al ejecutivo y al legislativo.
 
f) El derecho a la independencia e imparcialidad del juez o funcionario, quienes siempre deberán decidir con fundamento en los hechos, de acuerdo con los imperativos del orden jurídico, sin designios anticipados ni prevenciones, presiones o influencias ilícitas.”

Es por lo que debe insistirse entonces, en que dicha garantía no solo se encuentre en los juicios y procedimientos judiciales, sino también en todas las actuaciones administrativas de modo que se garantice: el acceso a procesos justos y adecuados;  el principio de legalidad y las formas administrativas previamente establecidas; los principios de contradicción e imparcialidad; y  los derechos fundamentales delas partes, con la finalidad de evitar posibles actuaciones abusivas o arbitrarias por parte de la administración a través de la expedición de actos administrativos que resulten lesivos de derechos o contrarios al ordenamiento jurídico.

 

4. DEL CASO CONCRETO Y LA POSICION DEL DESPACHO: 

Pruebas aportadas y decretadas: ( fls 37-243 y 297)
-Copia de la resolución No 02743 del 15 de junio de 2017

-Copia del proceso disciplinario CODIN-DIPON-2017-6, en contra del demandante.
-Copia de la orden de archivo de la investigación penal con código 1100160000132020162595

-Copia de derecho de petición enviado a la fiscalía 21 local de Bogotá.

-CD-R52X, el cual contiene carpeta con 214 folios en total correspondiente a la investigación disciplinaria con radicado DIPON-2017-6, adelantada contra el actor.

Pretende la parte actora se declare la nulidad de los siguientes actos administrativos: resolución Número 02743 del 15 de junio de 2017 “por medio de la cual se ejecuta una sanción disciplinaria impuesta a un patrullero de la Policía nacional”; así como la nulidad del fallo disciplinario de primera instancia, emitido por el Jefe de la Oficina de Control Disciplinario Interno de la Dirección General de la Policía Nacional, el pasado 8 de mayo de 2017, dentro de la investigación disciplinaria con radicado No DIPON-2017-6, así mismo solicita se declare la nulidad del fallo disciplinario de segunda instancia, emitido por el Inspector Delegado especial para la Dirección General de la Policía Nacional, el pasado 23 de mayo de 2017, dentro de la investigación disciplinaria con radicado No DIPON-2017-6, y en su lugar, se ordene a la entidad accionada que para todos los efectos no hubo solución de continuidad y en consecuencia se reintegre al señor JEYSON YADID LONDOÑO MORENO al cargo que venía desempeñando o a otro de superior categoría, así como el pago de los salarios, prestaciones y demás emolumentos que en todo orden devengue un Patrullero de la Policía Nacional, que el demandante ha dejado de devengar desde la fecha que fue retirado.
Por su parte la entidad accionada advierte que la decisión adoptada por el operador disciplinario fue conforme a la ley y por lo tanto el proceso disciplinario y los actos administrativos expedidos están concedidos de legalidad. 

Para resolver le anterior problema jurídico, el despacho deberá resolver si el fallo de primera instancia proferido el 08 de mayo de 2017, y el fallo de segunda instancia proferido el 23 de mayo de 2017, a través de los cuales la Policía Nacional sancionó disciplinariamente al Patrullero JEYSON YADID LONDOÑO MORENO con destitución e inhabilidad para ejercer la función pública por 10 años, se encuentran viciados de nulidad. Por lo anterior, se deberá analizar si, a través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho se puede efectuar un análisis del debate probatorio desarrollado en el proceso disciplinario, además si dentro del proceso disciplinario adelantado por la Policía Nacional en contra del demandante se garantizó el debido proceso.
Examinado el expediente contentivo del proceso disciplinario, se encuentra que el auto No 144 que ordena la investigación disciplinaria estableció como hechos, el escrito presentado el 14 de octubre de 2016, en los siguientes términos ( fls 148 y ss):

“policial capturado en el almacén éxito por el punible de hurto a comercio en la modalidad de “mechero" se tiene conocimiento que el día 13 de octubre de 2016sobre las 19:40 horas, la patrulla del cuadrante No 14 perteneciente al CAI Restrepo de la Estación de Policía Antonio Nariño, capturaron al señor patrullero Jeyson Yadid Londoño Moreno identificado con cedula de ciudadanía No 1.035.223.949, quien sustrajo varios elementos de diferentes características entre ellos de aseo y comestibles del alancen éxito ubicado en la carrera 22 No 14-17 avaluados en la suma de (101.040), el institucional para le fecha de los hechos pertenecía a la dirección de Protección (DIPRO) encontrándose en situación administrativo de franquicia.”
En las consideraciones del operador disciplinario se plasma que ( fls 149 y ss):
“adelantados todos y cada uno de los momentos procesales correspondientes en etapa de indagación preliminar y audiencia verbal y al analizarse en forma conjunta el caudal probatorio allegado  al plenario de debida forma, bajo las reglas de la sana critica y la libre apreciación de la prueba por parte del Juez disciplinario, encuentra este Despacho serios motivos, para deducir que el aquí investigado para la época de los hechos, incurrió en el cargo endilgado que se encuentra consagrado en el régimen disciplinario de la policía nacional, siendo la ley 1015 de 2006, la cual en su artículo 34, faltas gravísimas ”numeral 10: para fin de evitar yerros de interpretación se tiene la DECUACION TIPICA DISCIPLINARIA -así: “artículo 34 de la ley 1015, numeral 10: Incurrir en la comisión de conducta descrita en la ley como delito, (…) cuando se encuentre en situaciones administrativas tales como: Franquicia, (…).(Negrilla y Subraya del Despacho)
En el fallo disciplinario de primera instancia, el operador disciplinario concluyó ( fls 173 y ss:
” …de esta manera constituye una clara infracción al ordenamiento disciplinario y sin lugar a dudas al deber funcional. El hecho materia de investigación y el motivo por el cual el aquí investigado patrullero JEYSON YADYD LONDOÑO MORENO quien para la fecha del 13/10/2016, a las 19:20 horas, encontrándose en situación ADMINISTRATIVA de franquicia, incurrió en una conducta DESCRITA EN LA LEY 599 DE 2000-CODIGO PENAL COLOMBIANO ARTICUILO 239 HURTO…”
(…)
ARTICULO PRIMERO: Responsabilizar disciplinariamente al señor patrullero JEYSON YADYD LONDOÑO MORENO, identificado co cedula de ciudadanía No 1.035.223.949 expedida en Barbosa Antioquia, por haber vulnerado la ley 1015 de 2006 Régimen Disciplinario de la policía Nacional, en su artículo 34 faltas gravísimas, numeral: Incurrir en la comisión de conducta descrita en la ley como delito, cuando se encuentre en situaciones administrativas tales como: franquicia. (…)”
En la resolución del recurso de apelación, el operador disciplinario estableció: ( fls 193 y ss)
“…Bajo estos preceptos jurisprudenciales, considera esta instancia alegadas quedan despejados las vicisitudes alegadas por la defensa en su recurso de alzada, sumado a esto, esta el convencimiento pleno que fundamento el juez primario a través de medios de prueba legalmente reconocidos, y que en este momento son plenamente acogidos por este censor, pues en efecto se observa que al conduta materializada el día 13/10/2016, está debidamente documentada y las pruebas resultan ser contundentes para concluir con fallo de responsabilidad disciplinaria en contra del acá encartado.
Es así como este Despacho vistas las pruebas, el fallo primario y el recurso de alzada, encuentra que no le asiste razón a las pretensiones que plantea la defensa técnica, contrario sensu se encuentra que están dados los presupuestos de tipicidad, antijuridicidad-ilicitud sustancial-y culpabilidad que requiere la estructuración de la conducta en el marco del derecho disciplinario y en consecuencia, probado esta, que el señor patrullero Jeyson Yadid Londoño Moreno, es autor de la conducta que se le tipificara desde el momento en que se le formulara pliego de cargos.
(…)

PRIMERO: NO ACCEDER a las pretensiones del doctor Julio Cesar Morales Salazar y en consecuencia CONFIRMAR EN SU INTEGRIDAD EL FALLO de primera instancia de fecha 08 de mayo de 2017…” 
Así las cosas, descendiendo al caso concreto, debe advertirse previamente que para la época de los hechos, (14 de octubre de 2016), según el régimen disciplinario aplicable a los miembros de la Policía Nacional, era la ley 1015 de 2006, “Por medio de la cual se expide el Régimen Disciplinario para la Policía Nacional” la cual en su artículo 58 establece:” procedimiento: el procedimiento aplicable a los destinatarios de la presente ley, será contemplado en el código disciplinario único o normar que lo modifiquen o adicionen”.

De esta manera, el régimen probatorio que regula los procesos disciplinarios que se adelantan contra el personal uniformado escalafonado y los auxiliares de policía que estén prestando servicio militar en la Policía Nacional es el fijado en el título VI de la Ley 734 de 2002, toda vez que la Ley 1015 de 2006 no establece uno propio.

Teniendo de presente lo anterior, se  advierte que  dentro del proceso de integridad policial ( fls 297 CD investigación disciplinaria con radicado DIPON-2017-6), para la recepción del testimonio Juan Pérez Campos, patrullero de la policía nacional, la cual se llevaría a cabo el día 05 de diciembre de 2016, se observa que el día 03 de diciembre de la misma anualidad se envió un email por parte del Jefe de la oficina de control interno disciplinario de la dirección de la Policía Nacional a la Policía Metropolitana, con la finalidad de que se le comunicara al demandante la fecha y hora de mencionada diligencia, sin embargo dicha prueba fue llevada a cabo sin la presencia del señor Londoño Moreno, en calidad de investigado. 
En este punto, es importante hacer énfasis en que el Jefe de la Oficina de Control Interno Disciplinario de la Policía Nacional, incumplió con lo ordenado por el ordenamiento jurídico, para garantizar que el investigado participara en dicha diligencia, pues se omitió enviar la citación de la diligencia por correo a la dirección física suministrada al momento de la notificación de apertura de indagación preliminar (fls 120 del expediente y fl 63 CD investigación disciplinaria con radicado DIPON-2017-6), ya que no obra prueba de autorización para notificación por correo electrónico, igualmente advierte esta juez de la premura de las fechas, esto es 3 de diciembre de 2016, fecha de envío la citación y 05 de diciembre del mismo año, fecha para celebrar la diligencia en la ciudad de Bogotá, tiempos muy próximos, tanto para apenas enviar la citación como para su práctica. 
De acuerdo al material probatorio relacionado en el proceso disciplinario y los argumentos planteados en los fallos de primera y segunda instancia para sancionar disciplinariamente al señor Jeyson Yadid Londoño Moreno, el Despacho encuentra que en efecto, tal y como lo plantea la parte demandante, en la valoración probatoria se comprometieron garantías fundamentales del policial, como lo es que durante la recepción de testimonios, el investigado tiene derecho a intervenir en su practica para hacer uso del derecho de contradicción, esto, en aras de salvaguardar siempre el debido proceso, garantía que no se cumplió por parte de la entidad accionada al no notificar en debida forma la fecha y hora de la diligencia para recibir testimonios dentro del presente proceso disciplinario.

Bajo la anterior perspectiva, tenemos entonces que, el actuar de la Policía Nacional, concretamente el Jefe de Control Interno, para la práctica de la prueba testimonial del señor Juan Pérez, dentro del proceso disciplinario adelantado en contra del actor, se torna reprochable y va en contravía de lo establecido en la Ley 734 de 2002 artículo “90. FACULTADES DE LOS SUJETOS PROCESALES. Los sujetos procesales podrán: 1. Solicitar, aportar y controvertir pruebas e intervenir en la práctica de las mismas” y articulo 92 DERECHOS DEL INVESTIGADO. Como sujeto procesal, el investigado tiene los siguientes derechos: 4. Solicitar o aportar pruebas y controvertirlas, e intervenir en su práctica.”, por lo que se vulneraron entonces la garantía principal del debido proceso y el derecho de defensa del disciplinado en la medida que no se le permitió conocer los argumentos y las pruebas tenidas en su contra, a efectos de que pudiera controvertirla. (Subrayas y negrillas intencionales)
Se insiste entonces en que el artículo 128 de la Ley 734 de 2002 consagra la necesidad de que tanto el fallo disciplinario como toda decisión interlocutoria esté fundamentada en las pruebas legalmente producidas y aportadas por petición de cualquier sujeto procesal o de manera oficiosa. La norma es clara en determinar que la carga de la prueba en estos procesos le corresponde al Estado.
Así mismo, es obligación de la autoridad disciplinaria encontrar la verdad real de lo sucedido, en este sentido también lo dispone el artículo 5 de la Ley 1015 de 2006 “DEBIDO PROCESO. El personal destinatario de este régimen será investigado conforme a las leyes preexistentes a la falta disciplinaria que se le endilga, ante funcionario con atribuciones disciplinarias previamente establecido y observando las garantías contempladas en la Constitución Política y en el procedimiento señalado en la ley. La finalidad del proceso es la prevalencia de la justicia, la efectividad del derecho sustantivo, la búsqueda de la verdad material y el cumplimiento de los derechos y garantías debidos a las personas que en él intervienen.”, para lo cual es su obligación efectuar una valoración ponderada y razonada de las pruebas recaudadas durante el trámite administrativo. El artículo 129 de la Ley 734 de 2002 fija esta postura en los siguientes términos:
«[…] Artículo 129. Imparcialidad del funcionario en la búsqueda de la prueba. El funcionario buscará la verdad real. Para ello deberá investigar con igual rigor los hechos y circunstancias que demuestren la existencia de la falta disciplinaria y la responsabilidad del investigado, y los que tiendan a demostrar su inexistencia o lo eximan de responsabilidad. Para tal efecto, el funcionario podrá decretar pruebas de oficio […]» 
Se reitera así entonces que, la norma despliega el principio de investigación integral, según el cual, las averiguaciones que se efectúen dentro del proceso disciplinario, no solo deben apuntar a probar la falta del servidor público, sino, además, a encontrar las pruebas que desvirtúen o eximen de responsabilidad al mismo. Lo anterior en todo caso, no exonera a la parte investigada de presentar o solicitar las pruebas que pretenda hacer valer en su favor.

En relación con la valoración del material probatorio, la Ley 734 de 2002 en el artículo 141 punteó también, que esta debe observarse según las reglas de la sana crítica, de forma conjunta y exponiendo en la referente providencia el mérito de las pruebas en que se cimenta. Sobre este asunto nuestro órgano de cierre, Sección Segunda. Subsección A. Consejero ponente: Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. Bogotá, D.C, 13 de febrero de dos mil catorce (2014). Radicación: 11001-03-25-000-2011-00207-00(0722-11). Actor: Plinio Mauricio Rueda Guerrero. Demandado: Fiscalía General de La Nación, señalo:
«[…] No puede perderse de vista que en los procesos disciplinarios, como lo ha precisado en reiteradas ocasiones la Corte Constitucional y el Consejo de Estado, el operador disciplinario cuenta con una potestad de valoración probatoria más amplia que la del mismo operador judicial penal, que le autoriza para determinar, en ejercicio de una discrecionalidad razonada, cuándo obran en un determinado proceso pruebas suficientes para moldear la convicción respecto de la ocurrencia o no de los hechos, los que, a su vez, le conducen a la certidumbre de la comisión de la falta y de la responsabilidad del investigado. Así se colige del texto mismo de las disposiciones sobre el recaudo y valoración de pruebas consagradas en la Ley 734 de 2002, tales como el artículo 128, 129, 141 y 142, entre otros […]»

Además de lo anterior, es importante indicar que, la garantía del debido proceso, no consiste solamente en las posibilidades de defensa o en la oportunidad para interponer recursos, sino que además, reclama como lo enuncia el artículo 29 Constitucional, el ajuste a las normas preexistentes al acto que se imputa; la competencia de la autoridad judicial o administrativa que orienta el proceso; la aplicación del principio de favorabilidad en materia disciplinaria; el derecho a una resolución que defina las cuestiones jurídicas planteadas sin dilaciones injustificadas; la ocasión de presentar pruebas y de controvertir las que se alleguen en contra y, desde luego, la plena observancia de las formas propias de cada proceso según sus características, situación que se omitió por parte del operador disciplinario al momento de practicar la prueba del patrullero Juan Pérez Campos, sin la comparecencia del investigado, pues no fue notificado en debida forma de la diligencia programada, por lo que se vulnero entonces la garantía principal del debido proceso y el derecho de defensa del disciplinado en la medida que no se le permite conocer los argumentos y las pruebas tenidas en su contra, a efectos de que pueda controvertir su interpretación.
 

En ese entendido, y compartiendo los criterios dados por el Ministerio Publico delegado ante este Juzgado, para el Despacho es claro que, los actos administrativos atacados en esta sede judicial, deben ser anulados por falta de notificación para controvertir pruebas dentro del proceso disciplinario adelantado en contra del demandante, lo que trajo consigo la vulneración de sus derechos al debido proceso, derecho a la contradicción e interposición de los recursos, y ante tales irregularidades existen vicios en mencionado procedimiento y expedición de los actos administrativos, toda vez que el proceso surtido para la imposición de la sanción al demandante no se adelantó conforme con las normas que la regulan, esto es el procedimiento consagrado en la Ley 734 de 2002, el la cual se establece “el sujeto disciplinable deberá ser investigado por funcionario competente y con observancia formal y material de las normas que determinan la ritualidad del proceso…” 

Ahora bien, en relación con la solicitud de declarar la nulidad de la resolución Número 02743 del 15 de junio de 2017 “por medio de la cual se ejecuta una sanción disciplinaria impuesta a un patrullero de la Policía nacional” la cual fue notificada el pasado 20 de junio de 2017, Proferida por el Director General de la Policía Nacional, es válido, advertir que dicho acto no es del objeto de la Jurisdicción Contenciosa administrativa, precisamente porque no son actos administrativos definitivos pues no crean, modifican o niegan situaciones jurídicas, lo que impide su control Jurisdiccional.

Con respecto a los actos administrativos sujetos al Derecho Administrativo el H. Consejo de Estado -Sala De Lo Contencioso Administrativo- Sección Cuarta - consejero ponente: JORGE OCTAVIO RAMIREZ RAMIREZ- Bogotá D.C., veintiséis (26) de septiembre de dos mil trece (2013) - Radicación número: 68001- 23-33-000-2013-00296-01(20212) - Actor: COLOMBIA TELECOMUNICACIONES S.A. E.S.P. - Demandado: MUNICIPIO DE BUCARAMANGA se indicó:
“Sea lo primero advertir que son actos definitivos, susceptibles de ser demandados ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, de acuerdo con lo estipulado en el artículo 43 de la Ley 1437, “los que decidan directa o indirectamente el fondo del asunto o hagan imposible continuar la actuación”. Así pues, un acto administrativo subjetivo o acto definitivo particular, es una declaración de voluntad dirigida al ejercicio de la función administrativa, que produce efectos jurídicos, es decir que crea, reconoce, modifica o extingue situaciones jurídicas, mientras que los actos de ejecución se limitan a dar cumplimiento a una decisión judicial o administrativa1, sin que pueda afirmarse que de ellos surjan situaciones jurídicas diferentes a las de la sentencia o acto ejecutado. De acuerdo con lo anterior, únicamente las decisiones de la Administración producto de la conclusión de un procedimiento administrativo o los actos que hacen imposible la continuación de esa actuación, son susceptibles de control de legalidad por parte de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, lo que, dicho de otra manera, significa que “los actos de ejecución de una decisión administrativa o jurisdiccional se encuentran excluidos de dicho control, toda vez que a través de ellos no se decide definitivamente una actuación, pues sólo son expedidos en orden a materializar o ejecutar esas decisiones”
Ahora bien, en cuanto al daño moral, debe advertirse que es aquel que deviene del fuero interno, del dolor y angustia causados en este caso por la expedición de los actos administrativos atacados, como lo ha contemplado el Órgano de Cierre de este Jurisdicción, el cual nace de la sola presunción judicial de su existencia y en razón del daño causado, por la simple experiencia que permite conocer a todo sujeto el sufrimiento por la sola generación del daño y que este se puede irradiar al grupo familiar, frente a quienes la afectación varia, pues entra mayor grado de cercanía y afinidad puede ser mayor el perjuicio. 

Sin embargo, en este caso en concreto, no se cumplió con la carga de la prueba (artículo 167 C.G.P), pues el demandante no logró demostrar circunstancias especiales que hicieran más gravosa su situación y que diera lugar a este reconocimiento, en consecuencia, como no existe dentro del plenario prueba que acredite la configuración de este rubro indemnizatorio, se negará.

 De las excepciones: de los medios exceptivos invocados advierte el despacho que ninguno está llamado a prosperar,(presunción de legalidad, inexistencia y vicios de nulidad, innominada o genérica) ya que quedo ampliamente demostrado para el presente caso, que los actos administrativos acusados (fallos disciplinarios), fueron expedidos irregularmente, toda vez que el proceso surtido para la imposición de la sanción al demandante no se adelantó conforme con las normas que la regulan (debido proceso), esto es el procedimiento consagrado en la Ley 734 de 2002.
COSTAS.

En virtud de lo dispuesto en el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011, dentro de la sentencia el Juez deberá pronunciarse sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código General del Proceso. 
En razón a que dentro del sublite se accederá a las pretensiones de la demanda, la demandada deberá reconocer agencias en derecho a favor de la parte demandada, conforme a lo dispuesto en el Acuerdo No. 1887 de 2003 y 2222 de 2003, expedidos por el Consejo Superior de la Judicatura. 
Así las cosas, se condenará a la parte demandada, a reconocer la suma del cero punto cinco por ciento (0.5%) de las pretensiones reconocidas en esta sentencia. 
Las demás costas liquídense por secretaría.

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
FALLA.
PRIMERO: Se niegan las excepciones propuestas por LA NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL, conforme a la parte motiva de esta providencia.
SEGUNDO: Se declara la nulidad del fallo disciplinario de primera instancia, emitido por el Jefe de la Oficina de Control Disciplinario Interno de la Dirección General de la Policía Nacional, el pasado 8 de mayo de 2017, dentro de la investigación disciplinaria con radicado NDIPON-2017-6.  Así mismo la nulidad del fallo disciplinario de segunda instancia, emitido por el Inspector Delegado especial para la Dirección General de la Policía Nacional, el pasado 23 de mayo de 2017, por los argumentos dados en la parte motiva de esta providencia.
TERCERA: Que como consecuencia de las anteriores declaraciones y a título de restablecimiento del derecho, se ordenara a la NACION COLOMBIANA-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICIA NACIONAL, reintegrar al señor JEYSON YADID LONDOÑO MORENO, identificado con cedula de ciudadanía número 1.035.223.949, al cargo que venía desempeñando u otro de igual categoría, sin solución de continuidad, reconociendo todos los salarios y demás prestaciones dejadas de percibir desde el 20 de junio de 2017.
CUARTO: Las sumas a que se condena a la entidad demandada por medio de esta sentencia se actualizarán, aplicando para ello la fórmula indicada por el Consejo de Estado para estos casos.
QUINTO: Se niegan las demás pretensiones de la demanda.

SEXTO: CONDENAR en costas a la parte demandada, conforme a lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia. Liquídense por Secretaría las costas del proceso.
SEPTIMO: Dese cumplimiento a la sentencia en los términos de los artículos 192 a 195 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

OCTAVO: Notifíquese esta sentencia de conformidad con el artículo 203 del C.P.A.C.A, advirtiendo que conforme al Acuerdo PCSJA20-11549 07/05/2020 “Por medio del cual se prorroga la suspensión de términos, se amplían sus excepciones y se adoptan otras medidas por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”; los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga.
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE
OMAIRA ARBOLEDA RODRIGUEZ
JUEZ 
� Al respecto ver Sentencia C-980 de 2010 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo).
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